
Abogados sin título ingresan-
do a los penales o profesionales
que registran ingresos “simultá-
neos” a diferentes estableci-
mientos penitenciarios con kiló-
metros de distancia, así como in-
ternos que sobrepasan la canti-
d a d d e v i s i t a s e n r o l a d a s
permitidas, falta de fiscalización
en el control de drogas y suma-
rios que se dilatan hasta que
prescriben son algunas de las
irregularidades detectadas en el
último tiempo en Gendarmería,
por parte de la Contraloría. 

Y a estos hallaz-
gos se suma el In-
forme Final N° 328,
del año pasado, al
cual tuvo acceso
“El Mercurio”, en
el que se detalla
una auditoría efec-
tuada a los gastos
realizados por la
institución durante 2023, para
“verificar la puesta en marcha y
funcionamiento de la inversión
en equipamiento y tecnología
para resguardar la seguridad pe-
nitenciaria”. 

También, añade Contraloría,
“que los gastos se ajusten a las
normativas vigentes, se encuen-
tren debidamente documenta-
dos, sus cálculos sean exactos,
estén contabilizados y, además,
se ciñan a los principios de efi-

ciencia y eficacia”.

Equipamiento pagado
antes de ser recibido

En mayo pasado, el organis-
mo fiscalizador detectó que cua-
tro equipos de inspección por ra-
yos X y dos de ondas milimétri-
cas —recibidos entre noviembre
de 2023 y febrero de 2024— no
se estaban utilizando. La inver-
sión fue de más de $831 millo-
nes.

La explicación dada por Gen-
darmería fue que no se había
realizado la respectiva capacita-

ción, además de la
“tramitación opor-
tuna de autoriza-
ciones sanitarias
y/o fallas”. 

“Su falta de uso
no permite reducir
el riesgo de ingreso
de elementos pro-
hibidos al interior

de los recintos penitenciarios,
función para lo cual fueron ad-
quiridos”, sostiene Contraloría
en su informe sobre la situación. 

También detectó que se certi-
ficó una recepción “conforme en
cantidad y calidad”, cuando los
aparatos de la compra —cuatro
equipos de ondas milimétricas
para la inspección de personas y
14 máquinas de inspección de
bultos por rayos X, por casi
$1.400 millones— aún no ha-

bían sido recibidos por la institu-
ción, siendo ambas “contabiliza-
das y pagadas” previamente. 

Contraloría, en consecuencia,
instruyó a Gendarmería imple-
mentar “mecanismos de control
que permitan asegurar que los
bienes y/o servicios adquiridos,
sean recepcionados como lo se-
ñala el contrato”.

Armas vía trato directo

El documento también evi-
dencia que Gendarmería no
cumplió con los requisitos para
acreditar la adquisición vía trato
directo de 28 pistolas 9 mm, por
más de $17 millones, desde Fá-
bricas y Maestranzas del Ejérci-
to, y 25 escopetas, por un monto
superior a los $26 millones, a
SAT Internacional S.A. 

Aunque su fundamentación
fue la necesidad de equipar a
funcionarios que se preparaban
para la reapertura de los recintos
penales de Pozo Almonte y Río
Bueno, tal reinauguración no se
concretó al recibir los elementos,
por lo que algunos fueron rea-
signados y otros se almacenaron
en bodega.

Por esta irregularidad se orde-
nó a Gendarmería disponer me-
didas, para “asegurar que las
contrataciones realizadas a tra-
vés de la modalidad de trato di-
recto, junto con invocar la causal
que la sustente, sea realizada con

una demostración efectiva y do-
cumentada de los motivos que
justifican su procedencia”.

Multa por retraso a
proveedor

El documento detalla que la
institución debió haber multado
por más $31millones a la empre-
sa Videocorp Ingeniería y Tele-
comunicaciones S.A., única ofe-
rente de una licitación de más de
$60 millones por un equipo neu-
tralizador de drones. Esto, luego
de que se retrasara más de un
mes en la entrega. 

Aunque el proveedor mani-
festó que fue un “caso fortuito”,
por autorizaciones del Ministe-

rio de Defensa de Israel que se
retrasaron por feriados religio-
sos del país, Contraloría deter-
minó que ello debió ser previsto
por la empresa y no se le puede
excusar de la sanción. 

Funcionarios con doble
rol contable

Un mismo funcionario de
Gendarmería era el encargado
de generar y aprobar una serie
de registros contables. Esta fue

otra de las situaciones descu-
biertas por el órgano fiscaliza-
dor, lo que según el informe se
detectó en 11 casos. 

Es más, en el caso de las em-
presas y los montos relaciona-
dos con las otras irregularida-
des detectadas —máquinas de
rayos X sin utilizar, ventas por
trato directo y falta de multa al
proveedor que se retrasó en la
entrega— coinciden con regis-
tros donde un trabajador cum-
ple doble rol.

Auditoría de Contraloría a gastos realizados por la institución

Gendarmería suma problemas:
Existían equipos tecnológicos de alto
costo para revisión de personas en
desuso por falta de capacitación

Además, se detectaron armas guardadas en bodegas, luego de
una compra por trato directo, y funcionarios que cumplían el
rol de generador y aprobador en los mismos registros.

EDUARDO CANDIA 

SEGURIDAD
Se revisaron los gastos

de la institución en 2023
para poner en marcha
equipos y tecnología

adquirida. 

Se detectó que cuatro equipos de inspección por rayos X y dos de ondas
milimétricas —recibidos entre noviembre de 2023 y febrero de 2024— no
se estaban utilizando.
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¿Cuándo la policía puede usar
sus armas de fuego? ¿Cómo es
evaluada su actuación en mate-
ria de orden público? ¿Cuál es su
nivel de aceptación? 

Estas son algunas de las inte-
rrogantes planteadas por una
encuesta elaborada por el Insti-
tuto de Políticas Públicas de la
Univers idad Andrés Be l lo
(UNAB) que busca conocer la
percepción de los ciudadanos
frente a situaciones en las que se
podría requerir la utilización de
estas herramientas o de otros re-
cursos asociados al uso de la
fuerza. 

Así, el 65% de los consultados
dijo tener una percepción favo-
rable respecto de cómo la policía
actúa en materia de control de
orden público y un 82% sostuvo
que cuando “la policía da órde-
nes ajustándose a sus protoco-
los”, los ciudadanos “tienen la
responsabilidad moral de obe-
decer” —54% estuvo “muy de
acuerdo” con la premisa—. 

No obstante, frente a la pre-
gunta de si sus decisiones y ac-
ciones “están influenciadas por
presiones políticas”, el 73% res-
pondió afirmativamente.

En cuanto a los temas que re-
presentan un peligro para la se-
guridad, el narcotráfico y el cri-
men organizado están en la de-
lantera, con 98% de los encues-
tados asignándoles un nivel alto
de peligro, y, en ese sentido, la
mitad se inclina por la creación
de una cárcel de máxima seguri-
dad para enfrentarlos.

Luego les siguen, en nivel de
preocupación, ciberataques
(78%), inmigración (73%), in-
cendios y desastres naturales
(69%) y pandemia u otras emer-
gencias sanitarias (61%). 

Cambio en el
“enfoque” de la
ciudadanía

Para Francisca Werth, exdi-
rectora ejecutiva de la Fiscalía
Nacional, estos resultados se
pueden explicar porque “si nos
vamos al 2019, en que teníamos
otro contexto, de estallido social,
relacionado a problemas distin-
tos a los que nos aquejan hoy, la
policía se vio muy tensionada en
su interacción directa con la ciu-
dadanía (…); hoy, pasan a tener
un rol diferente y uno puede de-
cir que están precisamente per-
siguiendo a ‘los malos’”. 

“Es fácil identificarse con esa
labor —agrega—, que es la que
tradicionalmente les ha corres-
pondido, mas allá del orden pú-
blico, del control de tránsito. Es-
ta situación de delincuencia di-

vide más a las personas en térmi-
nos de los buenos y los malos”. 

Entre 2022 y 2024 se han re-
gistrado las cifras más altas de
delitos violentos, junto con las

mayores tasas de homicidios y
un incremento en el uso de ar-
mas de fuego para cometer estos
crímenes, lo que se manifiesta en
un aumento en los índices de te-

mor a la delincuencia, enfatiza el
investigador de Libertad y Desa-
rrollo, Daniel Rebolledo. 

“Esto ha provocado un cam-
bio en el enfoque de la ciudada-
nía, la que, teniendo en vista la
enorme crisis de seguridad pú-
blica por la que atravesamos,
vuelve a valorar el trabajo que
hacen las policías”, afirma el in-
vestigador.

Por su parte, el director eje-
cutivo del Instituto de Políticas
Públicas de la UNAB, Raúl Fi-
gueroa, comenta que “el son-
deo da cuenta de un sistemático
apoyo a la labor que ejerce Ca-
rabineros en el control del or-
den público y de una confianza
en las instituciones para reali-
zar esa tarea, lo que se ve refle-
jado, por ejemplo, en un mayor
rechazo a la idea de hacer justi-
cia por mano propia”.

Así, frente a la hipótesis de
que si una persona es descubier-
ta cometiendo un delito, “está
bien que los ciudadanos la de-
tengan y hagan justicia”, el 52%

se opone —con 40% de los en-
cuestados en desacuerdo— y el
44% lo aprueba —donde 29%
está de acuerdo—.

También asegura que los re-
sultados respecto del crimen or-
ganizado como la mayor amena-
za que percibe la ciudadanía, es-
tima que ello “debiese darle ma-
yor urgencia a la legislación en
curso sobre el Sistema de Inteli-
gencia del Estado”.

Uso de armas:
particulares, guardias
municipales y policías

“Los guardias e inspectores
municipales debieran poder
usar armas de fuego, siendo de-
bidamente capacitados para
ello”. Frente a esta consulta, el
64% de los encuestados respon-
dió estar “de acuer-
d o ” o “ m u y d e
acuerdo”. 

Al respecto, Fi-
gueroa sostiene que
“el amplio apoyo a
la idea de autorizar
el uso de armas de
fuego a guardias municipales
debidamente capacitados, así
como el respaldo a la interven-
ción de las Fuerzas Armadas en
apoyo a las policías o el combate
al crimen organizado, se puede
entender como un incremento
en la sensación de vulnerabili-
dad, que se vería aplacada con
una mayor presencia de contin-
gente disuasivo”.

También se analizó si las per-
sonas “tienen derecho” a com-
prar armas de fuego en el caso de
que pasen un examen psicológi-
co, sean mayores de 18 años y
cumplan con los otros requisitos
que establece la ley. Este tam-
bién es un tema dividido: mien-
tras el 54% lo aprueba, el 44% lo
rechaza. 

En cuanto al actuar de la poli-
cía en distintos escenarios, por

ejemplo, si una persona se nie-
ga al control de identidad, un
grupo de personas bloquea el
tránsito por alguna manifesta-
ción o es sorprendida en un sa-
queo, las percepciones mayori-
tarias fueron que se debe adver-
tir de manera verbal, en los dos
primeros casos, y, en el último
de ellos, que se debe usar un ar-
ma no letal (luma, recarga eléc-
trica o balines).

En tanto, si el escenario es que
un policía sea amenazado con
cuchillo o revólver, por ejemplo,
la mayoría cree que debe utilizar
su arma de fuego en respuesta
(52% y 89%).

Baja evaluación sobre
políticas del Gobierno

El estudio igualmente evalúa
la percepción respecto del de-
sempeño del Gobierno en mate-
ria de seguridad pública, donde
solo 4% le puso la máxima nota y
54% le dio el mínimo. 

A juicio de Rebolledo, “frente
a una delincuencia
cada vez más vio-
lenta, el país parece
contar con autori-
dades más enfoca-
das en vocerías y
puestas en escenas
que en resultados

concretos. Lamentablemente, a
pocas semanas de iniciarse el úl-
timo año de mandato del Presi-
dente Boric, es muy difícil que
este panorama cambie”, mien-
tras Werth dice que “hay una
mezcla en esta evaluación”. 

Plantea que “las políticas por
las que el Gobierno ha optado,
que me parece son correctas, son
de largo plazo y van a dar frutos,
bien implementadas, en el futu-
ro, y, en un segundo lugar, es de-
masiada la intensidad con que se
ha dado el fenómeno de la delin-
cuencia, organizado, mezclado
con otras cosas, como las incivi-
lidades, los cambios culturales
en torno a la migración, entre
otros, y eso hace que haya un cli-
ma de inseguridad que hace
muy difícil que la percepción
cambie”. 

Encuesta sobre percepción de la ciudadanía frente al uso de la fuerza:

Mayoría respalda actuar de policías y
un 64% cree que guardias municipales
deberían portar armas 

ALEJANDRA GALAZ

El sondeo evidenció, además, una negativa evaluación de la gestión del Gobierno en
materia de seguridad, y una preocupación transversal ante el avance del crimen
organizado. 

SONDEO
La encuesta se realizó a

principios de enero
pasado en todo el país. 

ARMAS DE FUEGO.— El 64% apoya que guardias e inspectores municipales
las usen si son capacitados.
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